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LA INSTITUCIONALIDAD CHILENA Y EL ARBITRAJE INTERNACIONAL

                                                                                      GONZALO BIGGS

1.
Evolución.

Pueden observarse tres hitos o etapas principales en la evolución del arbitraje en Chile. 

El primero se produce con el establecimiento y reglamentación de los tribunales de arbitraje por la Ley de Organización y Atribuciones de los Tribunales (LOT), de 1875
, y la reglamentación del procedimiento arbitral por el Código de Procedimiento Civil (CPC), en 1902
. 

Un segundo hito – que coincide con la publicación del libro de don Patricio Aylwin - fue la promulgación, en 1943, del Código Orgánico de Tribunales (COT), que refundió, en un solo texto, la ley de 1875 y su legislación complementaria.
 Sus disposiciones sobre los tribunales de arbitraje junto con las del CPC, constituyen -  desde 1943 - la legislación vigente sobre esta materia en Chile.

Una tercera etapa se inicia con la gradual aceptación por Chile del arbitraje internacional para resolver las disputas sobre inversiones y comercio internacionales, la aplicación dentro del país del arbitraje institucional, y la puesta en vigencia, en 2004, de la ley Nº 19.971 sobre arbitraje comercial internacional.

2.
Singularidad del arbitraje en Chile.

El hecho de que la actual legislación chilena haya mantenido su consistencia – prácticamente sin modificaciones - con aquella promulgada en 1875, diferencia a nuestra legislación arbitral de cualquiera otra, y especialmente de aquellas de nuestro hemisferio, inclusive la norteamericana. 

El libro de don Patricio menciona y transcribe las doctrinas desarrolladas por nuestros tribunales a partir de 1878, lo cual demuestra la rapidez con que el arbitraje se incorporó a nuestra institucionalidad.  Su frecuente utilización, aún durante el siglo XIX  -desconocida en el resto de América Latina – la confirman tratadistas citados en el mismo libro,  como Manuel Egidio Ballesteros, Franklin Otero y otros
. Esta continuidad y uniformidad en la aplicación del arbitraje-  por más de un siglo –  tiene importantes connotaciones.  
En primer lugar, refleja la estabilidad política e institucional lograda a partir de la República de Portales. Cuando se promulga la ley de 1875, Chile tenía apenas un millón de habitantes y su territorio terminaba en Copiapó. Sin embargo, ya estaba  consolidado un Estado de Derecho y promulgado el Código Civil de don Andrés Bello. De esta manera, la legislación arbitral de 1875 – que fue parte integrante de una ley para los tribunales de justicia - fue una extensión natural e inseparable de una institucionalidad política y jurídica, y convivencia social y comercial, ya asentada, sin la cual jamás podría haber existido.
 En segundo lugar, la antigüedad y consistencia de nuestra institucionalidad arbitral constituyen una garantía de confiabilidad frente a los desafíos y exigencias de la sociedad contemporánea, especialmente frente a la importancia adquirida por las controversias sobre inversiones y comercio internacionales. 
Finalmente, el hecho de que, en una sociedad globalizada y con quince millones de habitantes, como el Chile de 2006, se mantenga vigente una legislación que fue concebida para una sociedad bastante más pequeña y fundamentalmente agraria, es una demostración elocuente del talento jurídico de nuestros legisladores del siglo XIX.
3.
El Libro de Don Patricio.

El libro, publicado en 1944, fue el producto de dos años de investigación y trabajo  comenzados,  por lo tanto, en 1942.  

Se trata del análisis más completo sobre esta materia publicado hasta ahora en el idioma castellano. Junto al examen exhaustivo de las disposiciones pertinentes de la legislación chilena, sus páginas describen sus antecedentes históricos, la legislación comparada y la doctrina jurisprudencial de los tribunales chilenos y extranjeros. Ciertamente, su quinta versión actualizada y complementada continuará siendo, por muchas décadas, el principal referente en el idioma castellano sobre el tema arbitral.  

Por otra parte, si examinamos el libro desde la perspectiva del siglo XXI, no parece mera coincidencia que el autor dedicara tanto tiempo y esfuerzo a un tema absolutamente diferente al que dominaba a la humanidad en esos trágicos años.  Al escribir sobre la solución pacífica de controversias durante los años del mayor conflicto bélico conocido hasta ahora en el mundo, su autor estaba expresando, quizás inconcientemente un profundo juicio de valor que, como veremos, fue confirmado por sus actuaciones públicas en las décadas siguientes.

Así, cuando en uno de los periodos más conflictivos de nuestra historia nacional  - frente a las presiones por una lucha armada y la apología del magnicidio-  fue don Patricio quien lideró e impuso, exitosamente - superando formidables obstáculos y una implacable oposición  - el retorno pacífico y concertado a la democracia, a través de los mecanismos constitucionales entonces vigentes. Posteriormente, consecuente con esos principios y la necesidad de restaurar la convivencia dentro del país, una de sus primeras decisiones como Presidente de la República fue la creación de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación
, que sirvió de modelo a países que vivieron experiencias similares.

 4. 
Las Reformas Macroeconómicas.

Después de la crisis de la deuda externa de la década de los 80, nuestro país implementó un conjunto de reformas macroeconómicas que, de manera irreversible, transformaron sus políticas comerciales y de inversión. Esta transformación, también, se extendió al ámbito  jurídico. 
 Frente a una legislación tradicional que invalidaba la sumisión a jurisdicciones o legislaciones no reconocidas por las leyes chilenas
, el impacto económico producido por  la apertura al comercio y las inversiones internacionales exigieron adaptar, gradualmente, esa legislación a estas nuevas realidades.

En concordancia con sus reformas macroeconómicas, Chile se incorporó, gradualmente, a las principales convenciones sobre inversiones y comercio internacionales y suscribió acuerdos de libre comercio con sus principales socios comerciales. Estas distintas convenciones y acuerdos establecieron el arbitraje internacional para la solución de las controversias entre las respectivas partes contratantes. 
5.
Evolución de la posición chilena frente al arbitraje internacional.

Chile y el resto de los países latinoamericanas tuvieron, históricamente, posiciones coincidentes respecto del arbitraje internacional.  Estas posiciones estuvieron influenciadas, en una primera época, por sus experiencias con algunas potencias europeas y, durante la tercera parte del siglo XX, por las políticas proteccionistas y populistas que prevalecieron en nuestra región.
A partir del siglo XVIII, los países europeos y, posteriormente, Estados Unidos, aplicaron en aquellos países que llamaban “no civilizados” la doctrina de la protección diplomática.  Fue desarrollada por Vattel en el siglo XVIII e invocada para justificar la intervención de un Estado en los asuntos internos de otro, con el argumento de que el perjuicio al ciudadano de un Estado constituía un agravio a este ultimo y justificaba represalias
  Esta doctrina fue incorporada a la política internacional de Europa y Estados Unidos y sirvió para justificar diversas intervenciones en América Latina y otras regiones.
La reacción de América Latina frente a las intervenciones extranjeras, fueron las doctrinas Calvo y Drago, esta última comentada más adelante
  La doctrina Calvo - desarrollada por un jurista argentino a partir de 1873 - invocó la jurisdicción exclusiva de los Estados para conocer y juzgar la conducta de extranjeros dentro de sus territorios.
 Rechazó, por lo tanto, la legitimidad de las intervenciones extranjeras.

México fue el primer país en aplicar la doctrina Calvo a partir de 1873.
  Esta se convirtió, rápidamente, en un principio de aceptación general en América Latina y fue incorporada en las constituciones y legislaciones de prácticamente todos los países. Experiencias internacionales negativas justificaron la doctrina Calvo y contribuyeron a una actitud hostil hacia el arbitraje internacional.  Un primer caso fue un laudo arbitral, en 1899, respecto del territorio de la Guyana, de un tribunal  formado por eminentes juristas de esa época y que favoreció enteramente a Gran Bretaña en perjuicio de Venezuela
. Otro caso fue el laudo arbitral de un tribunal establecido por la Corte Permanente de Arbitraje de La Haya, que justificó la ocupación militar de los puertos de Venezuela para el cobro de los créditos de diversos países europeos. El laudo arbitral de 1904 reconoció un derecho preferente en favor de los países que ejercieron fuerza en desmedro de aquellos que no lo hicieron 
 La reacción latinoamericana en contra de este fallo no se hizo esperar. En 1903, el Ministro de Relaciones Exteriores de Argentina, Luis María Drago proclamó la doctrina que lleva su nombre que rechaza el cobro por la fuerza de la deuda pública de los Estados.

La incorporación de los principios de no intervención en la Carta de Naciones Unidas (ONU) y OEA y convenciones internacionales posteriores, impidieron que pudiera invocarse – legalmente - la protección diplomática.  Sin embargo, los países industrializados continuaron rechazando la doctrina Calvo, especialmente en materia de expropiación de inversiones.  Para resolver esta dificultad, el Banco Mundial propuso, en 1964, la creación del Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (CIADI). Su principal objetivo fue substraer de las jurisdicciones locales la resolución de los conflictos relacionados con inversiones extranjeras e impedir que se convirtieran en conflictos entre Estados.  Para lograrlo, el CIADI aplicó dos principios básicos.  El primero fue reemplazar la jurisdicción del Estado receptor de la inversión, por una jurisdicción arbitral internacional. El segundo fue el rechazo de la protección diplomática.

Para asegurar la incorporación de los países latinoamericanos al CIADI, fue eliminada la subrogación de un inversionista por el Estado del cual fuera originario
.  Sin embargo, ello no impidió el rechazo colectivo de los países de América Latina en lo que se conoce como “el No de Tokyo” (la ciudad donde se reunió la Asamblea del Banco Mundial). Una demostración inequívoca de la posición de nuestro país fue que el rechazo fue transmitido, en el nombre de América Latina, por el Delegado de Chile, Félix Ruiz.

Otra manifestación igualmente negativa hacia el arbitraje internacional, fue la Decisión 24, de 1970, de la Comisión de la Junta de Cartagena, que aprobó un Estatuto del Inversionista Extranjero fuertemente restrictivo. Además, prohibió que, en los contratos sobre inversiones, los posibles conflictos pudieran ser resueltos por jurisdicciones distintas a las nacionales.
 Un principio similar fue reiterado en la Carta de Derechos y Deberes Económicos de los Estados que aprobara la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1975.

Sin embargo, como veremos, Chile fue el primer país en separarse de las anteriores políticas.

6.- 
Los cambios en la política chilena.

Observadas, retrospectivamente, decisiones motivadas por consideraciones de política interna contribuyeron a cambiar la posición chilena hacia el arbitraje internacional. 
Una primera decisión fue el Decreto Ley 600, de 1974, del Estatuto del Inversionista Extranjero, cuyo objetivo fue  promover la inversión extranjera.  Su tratamiento marcadamente liberal, resultó, sin embargo, incompatible con el Estatuto de la Junta de Cartagena aprobado por Chile en 1970.  Para mantener consistencia con su política interna, Chile, el 30 de octubre de 1976, adoptó una decisión radical: se retiró del Pacto Andino.
La anterior decisión fue complementada con las ratificaciones, el 2 y 30 de octubre de 1975, de las Convenciones sobre Arbitraje de Nueva York y Panamá, respectivamente, que comentamos más adelante.  Además, en 1977, se suscribió, con Alemania, el primer Acuerdo de Promoción y Protección de Inversiones (APPI)
 que estableció el arbitraje internacional para la solución de las controversias que pudieran  surgir bajo el mismo. Con este primer APPI, Chile inició una sucesión de acuerdos similares que serán comentados más adelante. 
Otro cambio, también fundamental, cuyo objetivo fue facilitar el endeudamiento externo, fue el Decreto Ley Nº 2.349 de 1978,
 que declaró validos los pactos destinados a sujetar al derecho extranjero determinados contratos internacionales y las estipulaciones por las cuales se hubieran sometido o se sometieran diferendos derivados de tales contratos a las jurisdicciones de tribunales extranjeros, incluyendo tribunales arbitrales.  Se agregó que estas disposiciones serían aplicables a los actos o contratos por los cuales el Estado de Chile o sus organismos, instituciones y empresas, hubieran otorgado u otorgaran, en cualquier forma, su garantía a terceros en tales contratos. Junto a ello se estableció que, a menos de estipulación expresa en contrario, cesaba el derecho del Estado de Chile y sus  organismos públicos a invocar la inmunidad de jurisdicción ante esos tribunales extranjeros.

7. 
El Desarrollo del Arbitraje Institucional.

Un hito fundamental en el desarrollo y promoción del arbitraje comercial en Chile ha sido la creación, en 1992, por la Cámara de Comercio de Santiago, de un Centro de Arbitraje y Mediación (CAM).
  Este Centro es dirigido por un Consejo integrado por destacadas personalidades empresariales, legales y académicas y tiene una lista de árbitros conformada por los principales juristas del país.  El Centro es la sección chilena del CIAC, con sede en Washington, y mantiene estrecha colaboración con la Corte Internacional de Arbitraje de la Cámara de Comercio Internacional de Paris.
Sus realizaciones incluyen, entre otras:

-
la administración desde 1992 a marzo de 2006, de 638 causas;

-
la publicación de un compendio sistematizado en tres tomos de la jurisprudencia chilena sobre arbitraje del período 1980- 2002 y un libro que recopila las sentencias del CAM del período 2001-2003;

-
su iniciativa y apoyo técnico, junto con el Colegio de Abogados, el Ministerio de Justicia y el Centro de Mediación y Arbitraje de la Cámara de Comercio Chileno Norteamericana (AMCHAM), en la elaboración y adopción de la ley 19.971 sobre Arbitraje Comercial Internacional;

-
la creación, en julio de 2006, de un Servicio de Arbitraje Comercial Internacional que permitirá convertir a Santiago en un centro de arbitraje comercial internacional.
Debe, también, destacarse la creación por AMCHAM, en julio de 1998, con la colaboración de la Asociación Americana de Arbitraje, de un Centro de Arbitraje y Mediación dedicado exclusivamente al arbitraje comercial internacional. 

8.
Los Desafíos del Arbitraje Internacional.

En las páginas siguientes describimos algunos de los principales acuerdos o instrumentos sobre arbitraje internacional que son relevantes para Chile. 
Deben distinguirse los mecanismos públicos de los establecidos por entidades privadas. Dentro de las privadas están, entre otras, el Centro Internacional para la Solución de Disputas de la Asociación Americana de Arbitraje (AAA) de Nueva York, la Corte de Arbitraje Internacional de la Cámara de Comercio Internacional (CCI), con sede en Paris, y la Corte de Arbitraje Internacional de Londres.
 
Respecto del arbitraje publico internacional, hay dos situaciones.  En primer lugar, están los acuerdos o resoluciones que establecen procedimientos para la aplicación del arbitraje internacional como son la Convención de Nueva York de 1958 y los modelos aprobados por Naciones Unidas.  A una categoría distinta pertenecen los mecanismos de arbitraje establecidos en los tratados o acuerdos de libre comercio e inversiones suscritos por Chile. Aquí, también, hay dos situaciones distintas.  En primer lugar, está la inmensa gama de acuerdos comerciales y protección de inversiones suscritos por Chile que contemplan el arbitraje internacional pero que, hasta ahora, no han sido aplicados.  Es el caso, entre muchos, del arbitraje establecido en los tratados de libre comercio con Canadá, México y Estados Unidos y en los acuerdos bilaterales de protección de inversiones.  Una categoría distinta la constituyen los mecanismos de arbitraje del CIADI y de la Organización Mundial de Comercio (OMC) donde Chile ya tiene una importante experiencia que será mencionada más adelante.

El arbitraje internacional presenta un formidable desafío para las instituciones públicas, los tribunales (que deben dar cumplimiento a laudos extranjeros) y los abogados chilenos. Nuestro país y empresas privadas chilenas han sido o son demandados o demandantes ante distintas jurisdicciones internacionales cuyas reglas y procedimientos son diferentes de las nuestras.  Ello exige de parte de quienes representan nuestros intereses un alto nivel de profesionalismo y especialización.  Afortunadamente, las experiencias de nuestros profesionales han sido hasta ahora positivas.  En el ámbito privado, abogados chilenos han sido árbitros en casos administrados por la AAA y la CCI y, en el ámbito público, lo han sido en casos administrados por el CIADI y la OMC. 
9.
La Convención de Nueva York de 1958

Un hito en la evolución del arbitraje comercial internacional fue la Convención de Nueva York, de 1958, sobre Reconocimiento y Ejecución de Laudos Arbitrales Extranjeros (“Convención de Nueva York”) de la cual, en 2002, formaban parte 120 Estados.  Fue adoptada por la Conferencia de las NU sobre Arbitraje Comercial Internacional
 que convocó su Consejo Económico y Social (“ECOSOC”) 
  Sin embargo, los países latinoamericanos, que mantenían una abierta hostilidad hacia el arbitraje internacional, fueron los últimos en ratificarla.  Chile ratificó la Convención, el 2 de octubre de 1975.
.
Brasil, en cambio,  lo hizo el 7 de junio de 2002.

El 10 de Junio, de 1998, se celebraron los 40 años de la Convención y el Secretario General, Kofi Annan, señaló que: “La Convención es uno de los tratados más exitosos en el área de derecho comercial, a la cual han adherido 117 Estados, incluyendo las principales naciones comerciales.”
  En realidad - podemos agregar - el desarrollo del arbitraje comercial internacional comienza con esta Convención que se originó en un borrador sobre laudos arbitrales internacionales que la Cámara de Comercio Internacional de París (CCI) presentó, en 1953, al ECOSOC.  
La Convención se aplica a “las sentencias arbitrales dictadas en el territorio de un Estado distinto de aquel en que se pide el reconocimiento y la ejecución de dichas sentencias y que tengan su origen en diferencias entre personas naturales o jurídicas”
 y los laudos pueden ser dictados por árbitros ad-hoc o por órganos arbitrales permanentes.

10.  La Convención Interamericana sobre Arbitraje Comercial Internacional o “Convención de Panamá”

El 30 de Enero, de 1975, la Conferencia Interamericana de Derecho Internacional Privado, aprobó esta Convención, conocida, también, como “Convención de Panamá.”  Así como la Convención de Nueva York dinamizó el arbitraje comercial en el mundo, la Convención de Panamá ha procurado tener un efecto similar en el continente americano.

La Séptima Conferencia  de los Estados Americanos estableció, en 1934, la Comisión Interamericana de Arbitraje Comercial (CIAC), en la actualidad plenamente vigente.
  La CIAC fue establecida como órgano de la Unión Panamericana (hoy OEA) con el apoyo de la Asociación Americana de Arbitraje y su responsabilidad principal fue establecer un sistema interamericano de arbitraje.

En 1967, el Comité Jurídico Interamericano aprobó un borrador de Convención y, el 6 de Agosto de 1973, su versión final.  Con esta versión y las contribuciones de distintos países, fue aprobada, en Panamá, la actual Convención.
 

a) 
La CIAC
 
El objeto de la CIAC es establecer y mantener un sistema interamericano de métodos alternativos de resolución de conflictos comerciales mediante el arbitraje, la conciliación y otros métodos y difundir el sistema dentro de los países que la forman.

Su oficina principal está en Washington, en la sede de la OEA, pero tiene secciones nacionales en distintos países.  Dentro de sus funciones están las de administrar arbitrajes comerciales internacionales, actuar de mediador o conciliador cuando las partes así lo pacten o convengan.  Su patrimonio se integra, entre otros, con los derechos de afiliación y las contribuciones ordinarias y extraordinarias de las secciones nacionales  y miembros asociados.

Las secciones nacionales, designadas por el Comité Ejecutivo de la CIAC, conforme a los procedimientos de su Estatuto, son las ejecutoras de sus planes y programas.  Deben ser personas jurídicas de reconocida solvencia cuyos objetivos coincidan con los de la CIAC.  Generalmente, son las Cámaras de Comercio. La sección nacional, en Chile, es la Cámara de Comercio de Santiago. Los Miembros asociados son las asociaciones gremiales, académicas o de investigación cuyos objetivos sean promover o difundir métodos de resolución de conflictos de carácter comercial.

b) 
Características de la Convención

Por ser considerada una replica de la Convención de Nueva York, algunos autores han cuestionado su justificación.
 

Sin embargo, la Convención estableció, por primera vez, en nuestra región, un sistema jurídico comercial internacional que  trascendió las legislaciones nacionales.
Sus aportes principales aportes, incluyen: 

(i)
Es la primera manifestación colectiva latinoamericana en favor del arbitraje internacional. Fue significativo que la Convención fuera aprobada cuando, dentro de la región, solamente Ecuador y México habían accedido a la Convención de Nueva York, y ningún país de la región había firmado el CIADI del Banco Mundial.

(ii)
No menos importante, la Convención incluyó a los países latinoamericanos y Estados Unidos.  Esta integración internacionalizó el sistema por cuanto obligó a armonizar la cultura civilista latinoamericana con el “common law”, de Estados Unidos.

(iii)
En contraste con la Convención de Nueva York, que carece de institucionalidad, la Convención de Panamá es administrada por la CIAC.

(iv)
La Convención resolvió múltiples impedimentos de las legislaciones nacionales.  Algunos ejemplos: La mitad de las legislaciones negaban valor al arbitraje de controversias futuras. Otras prohibían que los árbitros fueran extranjeros, que los arbitrajes  pudieran realizarse en otro país o en idioma distinto del castellano.  La Convención eliminó estas limitaciones
 Respecto a las leyes de procedimiento aplicables – que originó un intenso debate – se estableció que, a falta de acuerdo, el arbitraje seguiría el procedimiento de la CIAC
 Este procedimiento entró en vigor en 1978, y reproduce el Reglamento de UNCITRAL que comentamos más adelante. Con ello, el sistema regional se integró al régimen internacional vigente.

11. 
La Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Comercial Internacional (“UNCITRAL”)

La relevancia de UNCITRAL con la institucionalidad chilena proviene, como se verá, de su Reglamento de Arbitraje y Ley Modelo. Distintos tratados de libre comercio y acuerdos bilaterales de promoción y protección de inversiones suscritos por Chile, establecen que las controversias sobre inversiones que surjan bajo esos instrumentos se resolverán conforme al citado Reglamento. En cuanto a la Ley Modelo, ésta  sirvió de base a la ley 19.971 sobre Arbitraje Comercio Internacional.

La Asamblea General de las NU, al establecer UNCITRAL, en 1966, reconoció que:

“las disparidades entre las legislaciones nacionales que regían al comercio internacional creaban obstáculos para el comercio, y consideró que, mediante la Comisión, las Naciones Unidas podrían desempeñar un papel más activo en la reducción o en la eliminación de esos obstáculos”.
.
UNCITRAL recibió el mandato de fomentar la armonización progresiva del derecho mercantil internacional, y, a través de los años, se ha convertido en el principal órgano jurídico de las NU para el desarrollo del derecho comercial internacional.

La Comisión está integrada por 36 Estados miembros elegidos por la Asamblea General de las NU por períodos de seis años y que representan a las distintas regiones geográficas y sistemas jurídicos y económicos del mundo. Su sede está en Viena y ha aprobado, entre otros, el Reglamento de Arbitraje de 1976 y la Ley Modelo sobre Arbitraje Comercial Internacional, de 1985.

a)
Reglamento de Arbitraje de 1976
 

Fue aprobado después de consultas con los gobiernos y centros de arbitraje internacionales.  Sirve de referencia en los contratos comerciales y es utilizado en los arbitrajes ad-hoc e institucionales y por los principales centros de arbitraje, prácticamente sin modificaciones.
[30] 

Su aplicación universal se explica porque, en su redacción, fueron considerados los más diversos sistemas jurídicos, sociales y económicos. El Reglamento confirma la independencia y autonomía del procedimiento arbitral en cuanto excluye la obligación de acatar las disposiciones legales no obligatorias aplicables a los procedimientos arbitrales.  El árbitro puede conducir el arbitraje como lo considere más apropiado, siempre y cuando las partes sean tratadas con igualdad y puedan exponer su caso en cualquier etapa del proceso.

b) 
Ley Modelo de 1985

Fue el resultado de intenso trabajo y consultas con instituciones, gobiernos y expertos de las distintas regiones del mundo.  En la resolución aprobatoria, se recomendó “que todos los Estados le dieran una consideración a la Ley Modelo de Arbitraje Comercial Internacional en vista del deseo de uniformar la ley de procedimiento arbitral y las necesidades específicas en la práctica del arbitraje comercial internacional”.
  Constituye el complemento de la Convención de Nueva York de 1958 y del Reglamento de 1976.  Este último depende del régimen legal obligatorio dentro del cual se aplica, y la Convención de Nueva York regula los procedimientos de ejecución pero no se refiere al contenido sustantivo del arbitraje.  En cambio, la Ley Modelo asegura la operatividad de la Convención y Reglamento mencionados.  Constituye, por lo tanto, el tercer vértice del triángulo normativo que regula el arbitraje comercial internacional.

Las razones para la adopción de la Ley Modelo fueron los obstáculos en las leyes nacionales que  impedían, y todavía impiden, la autonomía de la voluntad en la administración de los arbitrajes.

12.-
Los APPIS

Los APPIS han contribuido a la difusión del arbitraje internacional como el instrumento más efectivo para la resolución de las controversias sobre inversiones.  Su desarrollo ha sido espectacular al punto de no existir precisión sobre el total de acuerdos  firmados.  En 2000, se estimó que oscilarían entre 1.400 a 1.800
 e incluirían a 155 países
 Los primeros APPIS se inspiraron en los tratados de amistad, libre comercio y navegación del siglo XIX.  El primero habría sido firmado, en 1959, entre Alemania y Pakistán.  Incluía cláusulas para la solución de las diferencias entre los Estados contratantes, pero no para las de un  nacional de un Estado y el otro Estado.

Desde el primer APPI, hasta ahora, sus contenidos han sido influenciados por la creación, en 1965, del CIADI.
 Los APPIS han adquirido, así, una relativa uniformidad y, generalmente, su suscripción implica que los Estados Contratantes otorgan su consentimiento para resolver - mediante la jurisdicción arbitral internacional - las eventuales diferencias entre un inversionista y un Estado Contratante.  La inclusión en los APPIS de este consentimiento anticipado impide que un Estado Contratante pueda, posteriormente - cuando surjan las diferencias - oponerse validamente al arbitraje ya acordado.

Otra disposición frecuente prohíbe la protección diplomática respecto de cualquier diferencia que un nacional de uno de los Estados Contratantes y el otro Estado Contratante hayan consentido someter al arbitraje del CIADI.
  Las designaciones arbitrales más frecuentes, son el CIADI y su Mecanismo Complementario (que pueden utilizar los no miembros como Canadá y México)
 y el Reglamento de UNCITRAL.
Chile ha sido uno de los mayores impulsores de los APPIS.  Al mes de enero de 2006, había suscrito 38 APPIS de los cuales 19 fueron con países de Europa, 5 con países del Asia-Pacífico y 14 con países de América.

13.
El Arbitraje del CIADI

El CIADI (“el Centro”) fue creado por iniciativa del Banco Mundial y su oficina principal funciona en la sede del Banco.
  Al 25 de enero de 2006, tenía 143 países miembros. Chile se hizo miembro el 24 de octubre de 1991.
 Su objetivo es “facilitar la sumisión de las diferencias relativas a inversiones entre Estados Contratantes y nacionales de otros Estados Contratantes a un procedimiento de conciliación y arbitraje de acuerdo con las disposiciones del Convenio”.

Las controversias son resueltas por conciliadores o árbitros que deben cumplir los requisitos que señala el Convenio y figurar en las listas que presenten los gobiernos.  Cada Estado Contratante puede designar cuatro personas para cada lista las que podrán o no ser nacionales de ese Estado.  Además, el Presidente puede designar diez personas de distintas nacionalidades para cada lista.

Un arbitraje puede ser iniciado mediante solicitud de un Estado o nacional de un Estado Contratante al Secretario General.  Registrada y notificada la solicitud, se constituye el Tribunal que podrá consistir de un árbitro único o un numero impar de árbitros nombrados por acuerdo de las partes.  De no haber acuerdo, el Tribunal se constituirá con tres árbitros designados, uno por cada parte y el tercero, - que presidirá el Tribunal, - de común acuerdo.  De no haber acuerdo, el Presidente nombra al tercer árbitro.

De no constituirse el Tribunal dentro de los 90 días siguientes a la notificación del registro, el Presidente, previa consulta con las partes, nombra al árbitro o árbitros que no hubieran sido designados.  Los árbitros así nombrados no podrán ser nacionales del Estado parte en la diferencia, o del Estado cuyo nacional sea parte en la diferencia. 

El Tribunal decide las diferencias de acuerdo con las reglas de derecho acordadas por las Partes y, a falta de acuerdo, aplica la legislación del Estado que sea Parte en la diferencia.  Ello no obstante, las Partes pueden acordar que el Tribunal decida la diferencia ex aequo et bono.  En cuanto al procedimiento, el Tribunal debe aplicar, salvo acuerdo en contrario  el señalado en su Reglamento de Arbitraje.

Las decisiones del Tribunal deben ser adoptadas por la mayoría de votos de todos sus miembros.  El laudo, una vez dictado, es obligatorio para las Partes y no puede ser objeto de apelación. Los únicos recursos en su contra son los de aclaración, revisión o anulación. Este último debe fundarse en las causales indicadas en el convenio y es resuelto por un Comité Arbitral Ad-Hoc.
Todo Estado Contratante debe reconocer el carácter obligatorio del laudo y está obligado a hacer ejecutar dentro de sus territorios las obligaciones pecuniarias impuestas por este como si se tratare de una sentencia firme dictada por un  tribunal de dicho Estado.
Chile tiene cinco casos pendientes ante el CIADI cuya nómina se adjunta en el Anexo A. 
14.
El Arbitraje o Solución de Diferencias en la Organización Mundial del Comercio (OMC).
Según un autor, la OMC es el organismo internacional de mayor importancia económica en el mundo
. En nuestra opinión, de todos los organismos internacionales existentes, es el más importante para Chile.
Su importancia deriva del hecho que su comercio exterior es el principal componente de su producto interno bruto (representa el 65%). Paralelamente, el volumen del comercio mundial ha tenido, igualmente, un alza espectacular y en América Latina, prácticamente se ha triplicado en diez años.
  Como es lógico, estos aumentos en el volumen del comercio han traído el aumento consiguiente de las controversias comerciales internacionales. Estos distintos factores explican la importancia del procedimiento de solución de controversias que administra  la OMC.

a)
Descripción

La OMC, reemplazó al GATT, de 1947, y es hoy la institucionalidad rectora del sistema multilateral del comercio. Fue establecida por el Acuerdo Ministerial de Marrakech, de 1994, que puso termino a la Ronda Uruguay de Negociaciones del GATT y que, además, aprobó importantes Acuerdos Comerciales Multilaterales (“Los Acuerdos”)
 que son parte integrante de la OMC. Dentro de estos, está el Entendimiento sobre Solución de Diferencias (“Entendimiento”), que estableció al Organo de Solución de Diferencias (“OSD”), que administra la OMC,
 y que es uno de sus principales órganos.

b)
Procedimiento

El procedimiento se caracteriza por su mayor automaticidad en la constitución de los paneles, su rapidez y la creación de un Órgano Permanente de Apelación (“Órgano de Apelación”).
  Es, además, un sistema integrado que permite a los países plantear sus diferencias en relación con la OMC y los distintos Acuerdos.  
El objetivo del procedimiento es resolver las diferencias entre las Partes y solo puede iniciarse mediante consultas obligatorias que, también, pueden realizarse en cualquier etapa del procedimiento.  La automaticidad del procedimiento se refleja en que, iniciado por una Parte, su jurisdicción es obligatoria para la Parte contra quien se dirige por el solo hecho de ser miembro de la OMC.

En contraste con el GATT, el procedimiento del OSD es predecible y definido.  Bajo el GATT, las resoluciones debían adoptarse por consenso y no tenían plazo.  Bastaba, la oposición de un país para bloquear una resolución.  En la OMC, en cambio, el sistema es el inverso: las decisiones se entienden aprobadas, al menos de haber consenso para su rechazo.
Los procedimientos están, además, claramente definidos. El cronograma es de 60 días para la consulta;
 y de seis meses, desde la fecha de su formación, para la emisión por el panel de su fallo o informe cuando no hay apelación y, salvo una prórroga del OSD
, en ningún caso puede distribuirse ese informe por el OSD a los Miembros después de nueve meses de la mencionada fecha y de doce meses cuando hay apelación.
 Cuando hay apelación, el fallo debe distribuirse dentro de los 60 días desde que se notifica formalmente la decisión de apelar.

Adoptado el fallo del panel o del Órgano de Apelación, el Miembro afectado debe informar al OSD su propósito de cumplir las decisiones adoptadas.  De no cumplirlas de inmediato, deberá hacerlo dentro de un término prudencial que normalmente no podrá exceder de 15 meses desde la fecha del fallo del panel o del Órgano de Apelación.  Si embargo, cuando el panel o el Órgano de Apelación, en su caso, hayan prorrogado los plazos para la emisión de los fallos respectivos, el plazo adicional se añadirá al período de 15 meses con la salvedad que al menos que las partes convengan en que concurren circunstancias excepcionales, el período total no podrá exceder de 18 meses desde la mencionada fecha.

Los paneles son integrados por personas calificadas que pueden ser funcionarios gubernamentales pero no pueden ser nacionales de las Partes o terceros, al menos que las Partes acuerden lo contrario.  Para facilitar su elección, la Secretaría mantiene una lista indicativa de personas elegibles.  Los miembros pueden proponer, periódicamente, nombres para que figuren en esta lista indicativa. Los paneles tienen tres integrantes, al menos que las partes acuerden elevarlos a cinco.  La Secretaría propone los candidatos, los cuales solo pueden ser objetados “por razones imperiosas”.
 

Cuando las recomendaciones del panel u Órgano de Apelación concluyen que una medida es incompatible con uno de los Acuerdos, el miembro afectado debe revisar esa medida e informar, dentro de un plazo prudencial, su propósito de aplicar las recomendaciones del OSD, bajo la vigilancia de este ultimo.  En caso de desacuerdo, las diferencias se resuelven, dentro de lo posible, por el panel que resolvió inicialmente el asunto.
La lista de los casos en que ha participado Chile aparece en el  Anexo B 

15. 
El Arbitraje Internacional en el Tratado de Libre Comercio entre Chile y Estados Unidos ( “TLC”)
El TLC entre Chile y Estados Unidos entró en vigencia el 1º de enero de 2004
.  Opera con la participación directa de las Partes Contratantes a través de la Comisión de Libre Comercio (“la Comisión”) que está formada por representantes de nivel ministerial de las Partes Contratantes o que éstas designen. Sus decisiones son adoptadas por mutuo acuerdo
 .

La regla general es que solo las Partes Contratantes pueden iniciar la formación de un tribunal arbitral para resolver las controversias sobre el Tratado (Capítulo 22).  La excepción son las controversias sobre inversiones que pueden iniciarse por un inversionista de alguna de las Partes (Capítulo 10, Sección B). A diferencia de lo que ocurre en el tratado de Chile con Canadá, las controversias sobre antidumping y medidas compensatorias están excluidas del TLC y, en caso de surgir, deben ser sometidas a la OMC.

El procedimiento general del Capítulo 22, se aplica a la prevención o solución de todas las controversias sobre interpretación o aplicación del Tratado o cuando una Parte  considera que una medida de la otra Parte, es incompatible con las obligaciones del Tratado o que la otra Parte ha incurrido en incumplimiento de otra forma respecto de esas mismas obligaciones
 . Las controversias bajo el Tratado y cualquier otro acuerdo de libre comercio en que ambas Partes sean parte o en el acuerdo sobre la OMC, pueden resolverse, a elección del demandante, en cualquiera de estos foros pero, solicitada por el reclamante la formación de un tribunal o grupo arbitral, el foro seleccionado excluye a los otros
.
Dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigor del Tratado, las Partes han debido establecer una lista de 20 personas calificadas y con la disposición para ser árbitros. Los integrantes de la lista son designados mediante el mutuo acuerdo de las Partes y pueden ser reasignados.

El procedimiento general incluye las consultas y, si las Partes no solucionan la diferencia en 60 días, una Parte puede solicitar de la Comisión, sus buenos oficios, la conciliación  o mediación a fin de lograr una solución mutuamente satisfactoria.
 Si la controversia no se resuelve dentro de los períodos establecidos, cualquiera de las Partes puede solicitar la formación de un Grupo Arbitral de tres miembros y dentro de los 15 días siguientes deben designar a su Presidente. Designado el Presidente por acuerdo o por sorteo, cada Parte designa un árbitro que, normalmente, será elegido de la lista mencionada. Las Reglas de Procedimiento son establecidas por la Comisión y deben cumplir con los requisitos indicados en el Tratado 

El procedimiento aplicable las controversias entre un inversionista y un Estado Parte,  difiere de los establecidos en los acuerdos sobre libre comercio entre Estados Unidos, Canadá y México, y entre Chile y Canadá. Además, algunas de sus innovaciones tampoco están contempladas en la legislación procesal chilena. 

Estas innovaciones se refieren a la admisibilidad de las demandas,
 el acceso a distintas instituciones arbitrales internacionales,
 la aceptación de informes de amicus curiae o “amigos de la corte”,
 la aceptación de ciertas cuestiones preliminares,
 la transparencia,
 la protección de la información confidencial,
 los honorarios de abogados 
 y la ley aplicable.

Surgida un controversia, el demandante, a su propio nombre o en representación de una empresa del demandado, que sea una persona jurídica propiedad del demandante o que esté bajo su control directo o indirecto, puede someter a arbitraje una reclamación en que alegue que el demandado ha violado: A: i) una obligación bajo el derecho internacional consuetudinario o bajo un contrato de inversión celebrado bajo el Decreto Ley 600 de 1974; ii) una autorización de inversión; o iii) un acuerdo de inversión, y  B) la empresa ha sufrido pérdidas o daños en virtud de dicha violación o como resultado de ésta.
 
Por lo menos 90 días antes de interponerse un reclamo, el demandante debe entregar al demandado una notificación escrita de su intención de someter la reclamación a arbitraje. Siempre que hayan transcurrido 6 meses desde que tuvieron lugar los hechos que motivan la reclamación, el demandante podrá someter la reclamación en conformidad a las reglas del CIADI, del Mecanismo Complementario del CIADI,  de UNCITRAL, o, si las partes están de acuerdo, de cualquier otra institución de arbitraje o cualquier otro reglamento de arbitraje.

16.
El Arbitraje en el Acuerdo de Asociación entre Chile y la Unión Europea.

Chile y la Unión Europea suscribieron este Acuerdo el 18 de Noviembre de 2002.
El órgano ejecutor del Acuerdo es el Comité de Asociación que está formado por representantes del Consejo de la Unión Europea y de la Comisión de las Comunidades Europeas, por una parte, y por representantes del Gobierno de Chile, por la otra, a nivel de altos funcionarios.

El Acuerdo incluye un título especial que regula las controversias entre las Partes respecto de cualquier cuestión que surja de la interpretación y aplicación de su Parte IV  referente al “Comercio y Cuestiones Relacionadas con el Comercio”. 

El Comité Asesor, en un plazo no superior a seis meses de la entrada en vigor del Acuerdo, debe establecer una lista de al menos 15 personas dispuestas y capaces de ser árbitros que deben reunir las condiciones que señala el Acuerdo, y de las cuales, al menos, una tercera parte no podrán ser nacionales de ninguna de las Partes y que serán designadas para actuar como Presidentes de los grupos arbitrales. Tres días después de la solicitud de establecimiento del grupo arbitral, el Presidente del Comité de Asociación  debe seleccionar por sorteo a tres árbitros de la lista arriba indicada, uno de entre las personas propuestas por la Parte requirente, otro entre las personas propuestas por la Parte requerida y, el Presidente, de entre las personas arriba indicadas.
Cada Parte puede solicitar consultas con el Comité de Asociación respecto de asuntos relativos a su interpretación y aplicación o que considere que puedan afectar su funcionamiento. Una Parte tiene el derecho de solicitar la formación de un grupo arbitral, de tres árbitros, cuando considera que una medida existente de la otra Parte ha infringido una obligación establecida y la cuestión no ha sido resuelta por el Comité de Asociación dentro de los plazos establecidos en el Acuerdo. 
Los árbitros  deben respetar el  Código de Conducta que figura como Anexo XVI y, al menos que las Partes acuerden otra cosa, el procedimiento arbitral será el establecido en el Anexo XV del Acuerdo.

ANEXO A

LOS CASOS PENDIENTES DE CHILE ANTE EL CIADI

Chile tiene cinco casos pendientes ante el CIADI. En tres, Chile es el demandado, y, en dos, los demandantes son empresas inversionistas chilenas. Los casos en que Chile es el demandado son los siguientes:

i)
Victor Pey Casado y Fundación Salvador Allende (caso ARB/98/2)

Esta demanda fue registrada el 20 de abril de 1998, y su procesamiento ha tenido demoras considerables, entre otras razones por los sucesivos cambios en el tribunal arbitral. El caso se refiere a la confiscación por Chile de dos empresas periodísticas en 1973 y 1975, respectivamente, y la demanda se funda en el APPI entre Chile y España de 1991.  Hasta principios de 2006, el  caso estaba paralizado por no haberse completado la integración del tribunal  después de la renuncia del árbitro Galo Leoro Franco, de Ecuador.

ii)
Sociedad Anónima Eduardo Vieira (caso ARB/04//7).

Esta demanda de una empresa pesquera española reclama por la cancelación de un permiso de pesca y fue registrada el 27 de febrero de 2004. Está pendiente de resolución el cuestionamiento de la jurisdicción del tribunal arbitral.  

iii)
MTD Equity Sdn.Bhd y MTD Chile S.A ( caso ARB/01/7).

Esta demanda de una empresa inmobiliaria de Malasia por incumplimiento de un contrato de inversión fue registrada el 6 de agosto de 2001 y fallada en contra de Chile el 25 de mayo de 2004. Chile ha pedido la nulidad del laudo arbitral y el 18 de enero de 2005, se constituyó un Comité Ad-Hoc que, el 1º de junio de 2005, acogió la petición de Chile de suspender temporalmente la ejecución del laudo.

Los casos en que inversionistas chilenos son los demandantes son los siguientes:

iv)
Empresas Lucchetti, S. A. y Lucchetti Perú, S.A. con República del Perú (caso ARB/O3/4). 

Esta demanda, registrada el 26 de marzo de 2003, reclama en contra del cierre de una fábrica de pastas de las empresas inversionistas y se apoyó en un APPI entre Chile y Perú, de 2 de febrero de 2000. El 7 de febrero de 2005, el tribunal arbitral se declaró incompetente para conocer sobre el fondo de la controversia. Las empresas solicitaron el 1º de julio de 2005,  la nulidad del laudo y el 17 de noviembre se constituyó un Comité Ad -Hoc que deberá resolver esta solicitud.

v)
Metalpar S.A. and Buen Aire S-A. vs. República Argentina.

Esta demanda de dos empresas inversionistas chilenas en el sector automotriz reclama indemnización de perjuicios por violación de las garantías de inversión y otros conceptos, fue registrada el 7 de abril de 2003. El 27 de abril de 2006 el tribunal arbitral aceptó ejercer su jurisdicción en esta controversia.

ANEXO B

LOS CASOS DE CHILE ANTE LA OMC

Hasta febrero de 2006, Chile había reclamado en 10 casos y, a su vez, sido objeto de 10 reclamos ante la OMC.

Reclamos de Chile:
1.- 
DS14. Moluscos. Comunidades Europeas (CE). El 24 de julio de 1995, Chile, Perú y Canadá reclamaron en contra de las CE por la  denominación comercial ordenada por el gobierno francés del molusco conocido como “Coquille Saint-Jacques”. Se formó un panel arbitral que se disolvió después que las partes notificaron, el 15 de julio de 1996, una solución mutuamente convenida.

2.- 
DS97. Importaciones de Atún. Estados Unidos.  El 5 de agosto de 1997, Chile solicitó consultas con Estados Unidos respecto de la investigación realizada en este país respecto de la aplicación de derechos compensatorios en contra de las importaciones de salmón. Hasta la fecha no se ha formado un panel arbitral.
3.- 
DS217. Estados Unidos. Enmienda Byrd. El 21 de diciembre de 2000, Chile, Australia, Brasil, las CE, India, Indonesia, Japón, Corea y Tailandia, solicitaron consultas con Estados Unidos respecto de la llamada Enmienda Byrd que, según los reclamantes, era incompatible con las obligaciones de Estados Unidos bajo los  Acuerdos Antidumping, sobre Subsidios (SMC) y de la OMC, entre otros. Formado un panel arbitral, este falló en favor de los reclamantes pero, el 18 de octubre de 2002, Estados Unidos apeló del fallo. El Órgano de Apelación confirmó en gran parte lo resuelto por el panel y recomendó a Estados Unidos poner su legislación en conformidad con las disposiciones de los Acuerdos Antidumping y SMC.  Después de diversas dificultades, el 17 de febrero de 2006, Estados Unidos informó que el Congreso había aprobado y su Presidente firmado una ley de reducción del déficit que daba cumplimiento a sus obligaciones con la OMC y que fue acogida con satisfacción por Chile y demás reclamantes.
4.- 
DS227. Perú. Tributación Cigarrillos. El 1º de marzo de 2001, Chile solicitó consultas con Perú respecto a modificaciones legales que podrían afectar la importación de cigarrillos. El 12 de julio de 2001, retiró su reclamación debido a que la medida reclamada había sido dejada sin efecto.

5.- 
DS232. México. Fósforos. El 17 de mayo de 2001, Chile solicitó consultas con México con motivo de ciertos obstáculos impuestos a la importación de fósforos que serían incompatibles con los Acuerdos de la OMC. El 12 de febrero de 2004, Chile retiró el reclamo por haber sido debidamente atendido por México.
6.- 
DS238. Argentina. Duraznos.  El 14 de septiembre de 2001, Chile solicitó consultas con Argentina respecto de medidas de salvaguardia aplicadas a las importaciones de duraznos en conserva y que serían incompatibles con el Acuerdo correspondiente y, el 6 de diciembre de 2001, solicitó la formación de un panel arbitral. Este último resolvió que las medidas aplicadas por Argentina eran incompatibles con el Acuerdo sobre Salvaguardias. El 23 de enero de 2004, Argentina anunció el retiro de la medida objetada.
7.- 
DS255. Perú. Trato Fiscal.  El 22 de abril de 2002, Chile solicitó consultas con Perú en relación con el trato fiscal aplicado a diversas importaciones y que violarían el compromiso del trato nacional del Perú. El 25 de septiembre de 2002, Chile informó que retiraba su demanda por haber llegado a acuerdo con Perú.
8.-
DS261. Uruguay. Trato Fiscal. El 18 de junio de 2002, Chile solicitó consultas con Uruguay en relación con el trato fiscal aplicado a diversas importaciones. El 8 de enero de 2004, Chile y Uruguay informaron haber llegado a una solución satisfactoria mutuamente convenida.
9.- 
DS303. Fibra de Madera. Ecuador. El 24 de noviembre de 2003, solicitó consultas respecto de medidas de salvaguardia aplicadas a las importaciones de tableros de fibra de madera que violarían el acuerdo sobre la materia. Al 24 de febrero de 2006, no se había establecido un panel arbitral y el reclamo permanecía pendiente.
10.- 
DS326. Salmón. (CE). El 8 de febrero de 2005, Chile solicitó consultas con las CE en relación con las medidas de salvaguardia aplicadas a las importaciones de salmón de piscifactoría que, según Chile, violarían el Acuerdo sobre Salvaguardias. El 12 de mayo de 2005, Chile retiró su solicitud por estimar que la medida de salvaguardia cuestionada había sido suprimida el 27 de abril de 2005.
Reclamos contra Chile.
1.-
DS87, 109 y 110. Bebidas Alcohólicas. CE y Estados Unidos.  Estos tres reclamos, interpuestos a partir del 4 de junio de 1977, mediante consultas por la CE y Estados Unidos por el impuesto aplicado por Chile a las bebidas espirituosas (whisky) que violarían la regla del trato nacional. El 1º de julio de de 1998 quedó constituido el panel arbitral que resolvió que la medida chilena era incompatible con el artículo pertinente del GATT. Chile apeló y el Órgano de Apelación confirmó la resolución del panel, lo que fue ratificado por el OSD. En reunión del 1º de febrero de 2001 se informó que Chile había modificado su legislación y acatado la decisión del OSD.

2.-
DS193. Pez Espada. CE. El 19 de abril de 2000, las CE solicitaron consultas en relación con la prohibición de descargar peces espadas en puerto chilenos que, según las CE eran incompatibles con las reglas sobre libertad de tránsito y restricciones cuantitativas del GATT. El 21 de diciembre de 2005, las partes informaron al OSD que habían resuelto suspender el proceso de constitución de un panel arbitral.

3.-
DS207. Bandas de Precios. Argentina. El 5 de octubre de 2000, Argentina solicitó consultas en relación con el sistema de bandas de precios y medidas de salvaguardia aplicadas a las importaciones de trigo y otras que estimó no eran compatibles con los Acuerdos sobre Agricultura y Salvaguardias, respectivamente. El 17 de mayo de 2001 quedó constituido el panel arbitral y, el 3 de mayo de 2002, concluyó que las medidas de Chile eran incompatibles con diversas disposiciones de los Acuerdos mencionados. El 24 de junio de septiembre de 2002, Chile apeló y el 23 de septiembre de 2002, el Órgano de Apelación confirmó parcialmente lo resuelto por el panel y concluyó que Chile debía adecuar su sistema de bandas de precios al Acuerdo sobre Agricultura. En cumplimiento de lo resuelto, Chile dictó la ley 19.897. Sin embargo, Argentina consideró que ésta no cumplía adecuadamente con lo ordenado. En virtud de esto último, Argentina pidió, el 29 de diciembre de 2005, la constitución de un nuevo panel para resolver el desacuerdo producido.
4.-
DS220. Bandas de Precios. Guatemala. El 5 de enero de 2001, Guatemala solicitó consultas similares a las de Argentina en relación con el sistema de bandas de precios y medidas de salvaguardias aplicadas por Chile a las importaciones de determinados productos agrícolas. Al 24 de febrero de 2006, no se había constituido un  panel ni comunicado resolución alguna.
5.-
DS226. Salvaguardias a Mezclas de Aceites Comestibles. Argentina.  El 19 de febrero de 2001, Argentina solicitó consultas en relación las salvaguardias mencionadas las que consideró incompatibles con el Acuerdo pertinente. Hasta el 24 de febrero de 2006, no se había constituido un panel ni resuelto este reclamo.
6.- 
DS228 y DS230. Salvaguardias al Azúcar. Colombia.  Se trata de dos reclamos de Colombia, el 15 de marzo y 17 de abril de 2001, mediante consultas respecto de las medidas aplicadas por Chile a las importaciones de azúcar que estimó incompatibles con sus  obligaciones bajo el Acuerdo sobre Salvaguardias. Hasta el 24 de febrero de 2006, no se había constituido un panel ni resuelto el reclamo.
7. 
DS278. Salvaguardias a la Fructosa. Argentina.  El 15 de diciembre de 2006, Argentina solicitó consultas respecto de las medidas de Chile a las importaciones de determinadas clases de fructuosa que estimó incompatibles con sus obligaciones bajo el Acuerdo sobre Salvaguardias. Hasta el 24 de febrero de 2006, no se había constituido un panel ni resuelto este reclamo.
--------------------------------------------

Santiago de Chile, 4 de Agosto de 2006 

� Capítulo del libro “Estudios de Arbitraje” en homenaje a don Patricio Aylwin . Coordinado  por el profesor Eduardo Picand Albónico. Publicado por la Editorial Jurídica de Chile en enero de 2007. 


� Socio de la firma de abogados “Figueroa & Valenzuela”


� Titulo XI (Artículos  172 al 191 inclusive) de la ley de 15 de octubre de 1875.  Los autores principales del  proyecto de  ley fueron  don José Bernardo Lira y don Luis Vargas Fontecilla  


� Titulo IX del Libro III del Código de Pr. Civil promulgado el 28 de agosto de 1902.


� El artículo 32 de la ley 7200, de 21 de Julio de 1942, refundió en un solo texto la ley de 15 de octubre de 1875 y las leyes que la habían complementado o modificado. El texto definitivo del COT fue fijado por ley No 7421, de 15 de junio de 1943. 


� Manuel Egidio Ballesteros, “La Lei de Organización y Atribuciones de los Tribunales de Chile”.Santiago,  1890; Franklin Otero “Concordancias y Jurisprudencia del CPC”, 1906.


� Decreto Supremo 355, de 24 de abril de 1990
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